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S E N T E N C I A Nº 646/2019

En la ciudad de Málaga a dieciocho de noviembre de dos mil diecinueve.

Don Jaime Nogués García, Magistrado de la Sección Cuarta de la Audiencia Provincial de Málaga, en funciones
de Tribunal Unipersonal, conforme a lo dispuesto en el artículo 82.2.1º, párrafo segundo de la Ley Orgánica del
Poder Judicial, ha visto el recurso de apelación interpuesto por Life and Business College S.L., representado
por el procurador don Juan Carlos Palma Díaz, defendido por el letrado don Francisco Iván del Pozo Zambrana,
frente a la sentencia dictada en el juicio verbal 355/2017, tramitado por el juzgado de Primera Instancia número
7 de Marbella. Es parte apelada doña  Leonor , representada por la procuradora doña Ana María Crespo de
Lucas, defendida por el letrado don Joaquín Serrano León.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- La Magistrada-Juez del juzgado de Primera Instancia número 7 de Marbella dictó sentencia el 4 de
abril de 2018, en el juicio verbal 355/2017, cuyo fallo es del tenor literal siguiente:

" Que DEBO ESTIMAR Y ESTIMO ÍNTEGRALMENTE la demanda interpuesta en el presente procedimiento por la
Procuradora de los Tribunales Dª Ana María Crespo de Lucas, en nombre y representación de Dª  Leonor , frente
a la entidad LIFE AND BUSINESS COLLEGE, S.L., y, en consecuencia, procede CONDENAR a la entidad LIFE AND
BUSINESS COLLEGE, S.L. a abonar a la parte demandante la cantidad de tres mil euros (3000 €), en concepto
de principal, más intereses legales desde la interposición de la demanda y al bono de las costas procesales
generadas en esta instancia".

SEGUNDO.- Interpuesto recurso de apelación por el demandado, se turnaron las actuaciones a esta Sección
de la Audiencia, señalándose para fallo el 11 de noviembre de 2019.

TERCERO.- En la tramitación del recurso se han observado las prescripciones legales.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- La sentencia dictada en la instancia ha estimado la demanda formulada por la representación
procesal de doña  Leonor  frente a Life and Business College S.L., condenando a esta última al pago de 3.000
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euros entregada por aquella en concepto de reserva para la realización de un Master, más intereses legales,
con imposición de costas, pronunciamiento con el que discrepa la entidad demandada mediante el recurso
que somete a consideración de la sala, alegando como motivo principal error en la valoración de la prueba, y
subsidiariamente, dudas de hecho y de derecho que excluirían el pronunciamiento sobre las costas procesales.

La demandada se opone al recurso, solicitando la confirmación de la sentencia por ser ajustada a derecho.

SEGUNDO.- Los antecedentes necesarios para la resolución del recurso se resumen del modo siguiente:

I.- La representación procesal de doña  Leonor  formuló demanda de juicio verbal frente a Life and Business
College S.L., alegando en síntesis que estando interesada en realizar un Máster en nuestro país (es de
nacionalidad brasileña), contactó con la demandada, y tras informarse abonó 3.000 euros en concepto de
reserva, acudiendo posteriormente a las oficinas de extranjería de Málaga, donde le indicaron que con su visado
no podía realizar el curso proyectado, lo que comunicó a la entidad demandada solicitando la devolución de la
suma entregada, a lo que esta se negó, por lo que solicitaba el dictado de sentencia por la que se condenase
a la misma al pago de 3.000 euros, más intereses legales, con imposición de costas.

II.- Life and Business College S.L. se opuso a dicha pretensión, alegando que los 3.000 euros fueron entregados
para reservar una plaza de un Master, constando en la solicitud de admisión, en negrita, que "En caso de
retirada, al candidato no se le reembolsarán los honorarios de matrícula ya pagados", lo que era conocido por
la demandante, como también debía saber si el visado que tenía era o no válido para el curso proyectado, por
lo que no procede devolución de cantidad alguna.

III.- La sentencia ha estimado la demanda. La magistrada de instancia, tras exponer la normativa aplicable y
la jurisprudencia, tanto del TJUE como del Tribunal Supremo, sobre cláusulas abusivas, aborda el control de la
que rechaza la posibilidad de devolver la cantidad entregada por la demandante, concluyendo, en los párrafos
antepenúltimo y penúltimo del fundamento de derecho sexto, lo siguiente: " El contrato objeto de autos se
establece que en caso de abandono voluntario por el alumno no tiene derecho a la devolución de lo abonado. Esta
cláusula, en aplicación de lo dispuesto en el ya referido artículo 62.3, párrafo segundo, del Texto Refundido de
Consumidores y Usuarios , resulta abusiva, ya que impone la pérdida de lo ya abonado, sin establecer distinción ni
excepción para el caso de que se trate de cantidades anticipadas, como se desprende de lo actuado, resultando
que dicha cláusula no supera por esta falta de regulación el control de transparencia formal ni la real al no incluir
escenarios de aplicación o funcionamiento. Igualmente se trata de una cláusula desproporcionada, es decir,
produce desequilibrio entre las obligaciones y derechos de cada parte del contrato.

Por todo lo expuesto, procede declarar nula dicha cláusula contractual lo que determina su exclusión del contrato
y su inaplicación con el efecto de devolución recíproca de prestaciones cumplidas en aplicación de lo dispuesto
en el artículo 1303 del Código Civil . En otras palabras, procede la devolución de la cantidad abonada por la parte
demandante, cantidad que entregó como pago anticipado, a diferencia del ejercicio del derecho de desistimiento
que supondría la devolución de la cantidad doblada de lo entregado".

Condena a la demandada a la devolución a la demandante de los 3.000 euros entregados para reserva de
plaza, más intereses legales desde la interposición de la demanda, con imposición de las costas procesales.

TERCERO.- El recurso interpuesto por la entidad demandada se articula en un motivo principal, error en la
valoración de la prueba, que proyecta sobre las conclusiones alcanzadas por la magistrada de instancia
sobre la declaración de nulidad, por abusiva, de la cláusula inserta en la solicitud de admisión que excluye
cualquier devolución de cantidad para el supuesto de abandono voluntario por parte del alumno, alegando que
nos encontramos ante un supuesto de resolución unilateral del contrato por parte de la demandante, no de
desistimiento, siendo aplicable la cláusula que impide la devolución de la parte del precio abonado, que no
puede reputarse nula al superar el control de transparencia por la claridad de su redacción y por venir resaltada
en negrita, siendo conocida por la demandante.

Subsidiariamente, solicita la no imposición de las costas, dadas las dudas de hecho y de derecho que presenta
la cuestión controvertida.

La sala ha de comenzar advirtiendo la incorrecta formulación del motivo del recurso, pues la magistrada de
instancia no incurre en errónea valoración de la prueba, debiendo recordarse que, como indica la sentencia del
Tribunal Supremo de 16 de marzo de 2016, " para que el art. 217 LEC , relativo a la carga de la prueba, resultara
infringido, tendría que haberse dado un supuesto de ausencia de prueba que hubiera determinado la aplicación
por el tribunal de las reglas previstas para dicho supuesto", añadiendo que "la carga de la prueba no tiene por
finalidad establecer mandatos que determinen quién debe probar o cómo deben probarse ciertos hechos, sino
establecer las consecuencias de la falta de prueba suficiente de los hechos relevantes. La prohibición de una
sentencia sin pronunciamiento decisorio que se establece en los arts. 11.3º LOPJ y 1.7º CC , al prever el deber
inexcusable de los jueces y tribunales de resolver en todo caso los asuntos de que conozcan, hace que en caso de
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incertidumbre a la hora de dictar sentencia, por no estar suficientemente probados ciertos extremos relevantes
en el proceso, deban establecerse reglas relativas a qué parte ha de verse perjudicada por esa falta de prueba.
Esa es la razón por la que el precepto que la regula, art. 217 de la Ley de Enjuiciamiento Civil , no se encuentra
entre las disposiciones generales en materia de prueba (arts. 281 a 298), sino entre las normas relativas a la
sentencia, pues es en ese momento procesal cuando han de tener virtualidad las reglas de la carga de la prueba,
al decidir a quién ha de perjudicar la falta de prueba de determinados extremos relevantes en el proceso".

La sentencia recurrida no basa el pronunciamiento condenatorio en una ausencia de prueba cuyas
consecuencias deba soportar la entidad recurrente, sino que valora los documentos aportados y la declaración
de la demandante, en prueba de interrogatorio de parte, lo que impide considerar vulnerado el art. 217 LEC.
Cuestión distinta, y es aquí donde se produce el error en la formulación del motivo del recurso, es que la
recurrente discrepe del control de abusividad a que somete la magistrada de instancia la cláusula inserta
en la página segunda, del documento de admisión de la demandante en el Master que proyectaba cursar
(documento número 4 de la contestación a la demanda), del tenor literal siguiente (resaltada en negrita): "En
caso de retirada, al candidato no se le reembolsarán los honorarios de matrícula ya pagados", y en tal sentido
la sala coincide con las consideraciones jurídicas y jurisprudenciales expuestas en la sentencia, que abocan
en la declaración de abusividad de la referida cláusula, y por tanto, en su nulidad.

El documento de admisión en el Master que proyectaba impartir la entidad demandada es un contrato de
adhesión, prerredactado por una entidad profesional, lo que excluye la negociación previa, de ahí que, como
ya dijo esta sala en sentencia de 11 de junio de 2019 (recurso 819/2018), " en la contratación llevada a cabo a
través de condiciones generales, por su propia esencia, carece de relevancia el consentimiento del adherente a
las mismas, y por esa misma razón, supone una posición de ventaja para el oferente, debiendo ser sometidas por
el tribunal a un doble control: de inclusión (cómo se incorporan al contrato y si son claras) y de transparencia (qué
información se le dio al cliente tanto de forma previa como en el momento de la contratación), para determinar
si era o no consciente de sus consecuencias económicas y jurídicas.

El control de inclusión implica que la cláusula en su redacción ha de ser clara y comprensible, en cuanto a
que permiten que sea posible su conocimiento por el adherente al tiempo de celebrar el contrato sin que sean
ilegibles, ambiguas, oscuras o incomprensibles, mientras que el control de transparencia garantiza que el cliente
conozca o pueda conocer con sencillez la carga económica que el contrato le supone frente a la prestación que va
a recibir de la otra parte, así como la adecuada elección en aquello cuya determinación se confía al mercado y a la
competencia, para que el adherente tenga la posibilidad real de comparar las distintas ofertas y alternativas de la
contratación del producto. A dicho control de transparencia se refiere expresamente el artículo 80.1 TRLGDCU, a
cuyo tenor "en los contratos con consumidores y usuarios que utilicen cláusulas no negociadas individualmente
deberán reunir los siguientes requisitos: a) claridad y sencillez en la redacción, con posibilidad de comprensión
directa. b) Accesibilidad y legibilidad, de formas que permita al consumidor y usuario el conocimiento previo a
la celebración del contrato sobre su existencia y contenido".

Analizado el contenido gramatical de la cláusula, la única conclusión posible es su oscuridad, pues alude
a "retirada" del candidato, sin distinguir causas, voluntarias e involuntarias, o, como razona la magistrada
de instancia, posibles escenarios de aplicación y funcionamiento, de manera que en ningún caso puede el
alumno recuperar la cantidad entregada, siendo demás desproporcionada, pues genera un desequilibrio entre
las obligaciones y derechos de cada contratante, no estableciendo consecuencia económica alguna para el
supuesto de imposibilidad o incumplimiento por parte de la entidad obligada a impartir los cursos; por lo que
a tenor de lo dispuesto en el artículo 62.3, párrafo segundo, del Texto Refundido de la Ley para la Defensa de
Consumidores y Usuarios, resulta abusiva, al no superar el control de transparencia, ni formal ni real.

Suerte estimatoria merece el motivo subsidiario del recurso, pues ciertamente, el supuesto analizado presenta
dudas de derecho que aconsejan desechar el principio del vencimiento objetivo en materia de costas en la
instancia ( art. 394 LEC), dados los pronunciamientos del TJUE y del Tribunal Supremo sobre el carácter abusivo
de cláusulas insertas en contratos celebrados entre empresarios y consumidores, que obligan a realizar un
previo control por parte del tribunal, atendidas las circunstancias concurrentes y los términos en que aparezcan
redactadas las cláusulas controvertidas, lo que justifica la contienda judicial.

Por las razones expuestas, procede estimar parcialmente el recurso, revocando la sentencia dictada en la
instancia, en el único particular de no hacer especial pronunciamiento respecto de las costas procesales.

CUARTO.- Estimado parcialmente el recurso, de conformidad con lo dispuesto en el art. 398 LEC, no procede
hacer especial pronunciamiento respecto de las costas devengadas por el mismo, debiendo devolverse al
recurrente el depósito constituido para recurrir ( Disposición Adicional Decimoquinta LOPJ).

Vistos los preceptos legales citados y demás de aplicación general.
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F A L L O

Estimando parcialmente el recurso de apelación interpuesto por el procurador don Juan Carlos Palma Díaz,
en representación de Life and Business Collega S.L., frente a la sentencia dictada el 4 de abril de 2018 por
la Magistrada-Juez del juzgado de Primera Instancia número 7 de Marbella, en el juicio verbal 355/2017,
debo revocar dicha resolución en el único particular de no hacer especial pronunciamiento respecto de las
costas devengadas, dadas las dudas de hecho existentes, sin hacer pronunciamiento respecto de las costas
devengadas por el recurso.

Devuélvase a la recurrente el depósito constituido para recurrir.

Remítanse los autos originales, con testimonio de la presente resolución, al juzgado de procedencia.

Lo pronuncio y firmo.

PUBLICACIÓN.- Leída y publicada fue la anterior resolución por el Magistrado constituido en Tribunal
Unipersonal, estando celebrando Audiencia Pública. Doy fe.
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